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Resumen

La transición energética hacia la Agenda 2030 exige atender no solo la matriz de generación, sino las 
desigualdades sociales que condicionan el acceso a la energía. Este trabajo es una reseña breve que analiza 
la desigualdad y la pobreza energética en el estado de Baja California, así como el papel de la inclusión de 
género en el sector energético, como factores que limitan el cumplimento de los ODS 5 y 7. A partir de 
una revisión de la literatura disponible y las fuentes oficiales del país, se caracteriza conceptualmente la 
pobreza energética, se describe el patrón de desigualdad en el consumo residencial mexicano —con énfasis 
en la dependencia de leña— y se diagnostica la situación de Baja California por municipio, contrastándola 
con un caso fronterizo comparable. Se concluye que atender estas brechas es condición necesaria para 
una transición energética justa en la región.
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Abstract

The energy transition toward the 2030 Agenda requires addressing not only the generation mix but also 
the social inequalities that condition access to energy. This paper is a brief review that analyzes energy 
inequality and poverty in the state of Baja California, as well as the role of gender inclusion in the energy 
sector, as factors that limit the achievement of SDGs 5 and 7. Based on a review of available literature and 
official national sources, the paper conceptually characterizes energy poverty, describes the pattern of 
inequality in Mexican residential energy consumption—with an emphasis on dependence on firewood—
and diagnoses the situation in Baja California by municipality, contrasting it with a comparable border 
region. It concludes that addressing these gaps is a necessary condition for a just energy transition in the 
region.
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1. Introducción

La agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
adoptada por la Organización de las Naciones 
Unidas en 2015, establece a través del Objetivo 
de Desarrollo Sostenible (ODS) 7 la meta de 
garantizar el acceso universal a una energía 
asequible, segura, sostenible y moderna. Este 
objetivo no puede alcanzarse al margen del ODS 
5, sobre igualdad de género, ni del ODS 1, sobre 
el fin de la pobreza, ya que el acceso a la energía 

es a la vez condición y consecuencia del bienestar 
social (Naciones Unidas, 2018). 

México asumió estos compromisos e incorporó 
la transición energética en su marco legal a través 
de sucesivos instrumentos —desde la Ley General 
de Cambio Climático de 2012 hasta la Reforma 
Energética 2025—, pero el cumplimiento de las 
metas sociales de esa transición aún sigue siendo 
desigual entre regiones y grupos.
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Baja California ilustra con nitidez esa desigualdad. 
Se trata de una entidad de baja incidencia de 
pobreza en el agregado estatal, pero con áreas de 
marginación severa, una red eléctrica aislada del 
Sistema Eléctrico Nacional y un clima de extremos 
térmicos que convierte el acceso a la energía 
en una cuestión de salud pública. El presente 
trabajo tiene por objetivo analizar la desigualdad 
y la pobreza energética en la entidad, así como el 
papel de la inclusión de género en el sector, con 
el fin de identificar las condiciones sociales que 
limitan una transición energética justa. 

2. Marco conceptual: pobreza, justicia y 
democracia energética

La pobreza energética se define, en la literatura 
especializada, como la incapacidad de un 
hogar para satisfacer sus necesidades básicas 
de energía. A diferencia de la pobreza por 
ingresos, es un fenómeno multidimensional que 
depende del acceso a los servicios energéticos, 
de su asequibilidad y de la calidad de los 
satisfactores (definidos como la manera o los 
medios utilizados para la satisfacción de las 
necesidades) disponibles (Castaño-Rosa et al., 
2020). Estos autores, en una revisión sistemática 
de los indicadores existentes, advierten que no 
hay un consenso metodológico único y que la 
elección del indicador condiciona qué hogares se 
contabilizan con pobreza energética.

Para el caso de México, García-Ochoa y 
Graizbord (2016) desarrollaron una medición 
a escala subnacional mediante el método de 
—satisfacción de necesidades absolutas de 
energía—, cuyos resultados indican que el 36.7% 
de los hogares mexicanos vive en la pobreza 
energética —confort térmico, el refrigerador 
eficiente y la estufa como satisfactores de mayor 
carencia—. Un hallazgo central para este trabajo 
es que los autores identificaron seis grupos de 
entidades con características comunes, lo que 
evidencia el peso de la dimensión geográfica del 
fenómeno.

A escala latinoamericana, Calvo et al. (2021), en 
un documento de la CEPAL, proponen un sistema 
de indicadores adaptado a la región que integra 
las dimensiones de acceso, asequibilidad y calidad 
del suministro. La pobreza energética se articula, 
además, con el concepto de justicia energética. 
Mayer (2022) muestra empíricamente que las 
naciones productoras de combustibles fósiles 
no presentan mejores condiciones de seguridad 
energética para su población, lo que constituye 
una desigualdad distributiva que respalda la 
noción de “zonas de sacrificio” desarrollada en la 
literatura de justicia ambiental. 

Este marco, además, dejó de ser exclusivamente 
académico en México. La Ley de Planeación y 
Transición Energética, expedida como parte de 
la Reforma Energética de 2025, define la justicia 
energética como —las acciones o estrategias 
encaminadas a reducir la pobreza energética, 
las desigualdades sociales y de género en el uso 
de la energía e impulsar el desarrollo regional 
y la prosperidad compartida— (Cámara de 
Diputados, 2025, art.3, fracc. XXVIII).

Finalmente, la democracia energética ofrece 
el panorama normativo de análisis. Moreno-
Moreno y López-Torres (2024), la definen como 
la vía para alcanzar un sistema energético 
justo, con acceso universal, tarifas asequibles y 
gobernanza participativa, vinculando el ODS 7 
con la necesidad de democratizar las decisiones 
energéticas.

3. Desigualdad energética en México

El consumo del sector residencial mexicano es 
mayoritariamente térmico: la leña y el carbón 
representaron cerca del 48% de la demanda 
energética residencial del país en 2010 (Serrano-
Medrano et al., 2014).  La población de menores 
recursos destina la mayor parte de su consumo 
energético a la cocción de alimentos y el 
calentamiento de agua, necesidades que cubre 
predominantemente con leña, lo que implica 
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que millones de mexicanos siguen cocinando con 
fogones (CEPAL, 2020).

Esta dependencia recae de forma diferenciada 
sobre mujeres e infantes, encargados habituales 
de la recolección de leña y expuestos de manera 
crónica al humo, con riesgos documentados 
para la salud respiratoria (Ghilardi et al., 2007; 
Berrueta et al., 2008, Langbein, 2017). El 
reconocimiento de esta problemática ha llegado 
a la política vigente. El Programa Sectorial de 
Energía 2025-2030 incorpora el programa Estufas 
Eficientes de Leña para reducir la contaminación 
intradomiciliaria, en beneficio principal de 
mujeres y comunidades indígenas (SENER, 2025).

México fue el primer país en desarrollar una 
medición multidimensional de la pobreza, a 
través de la CONEVAL, que permite focalizar 
las carencias sociales prioritarias en las zonas 
marginadas (CONEVAL, 2023). La desigualdad 
también es territorial en la generación y 
distribución. En 2022 el país reportó pérdidas de 
energía del orden del 11.6% del total generado, 
originadas principalmente por la transmisión a 
largas distancias, y una marcada asimetría entre 
las regiones productoras y las consumidoras, ya 
que seis estados (Jalisco, Guanajuato, Chihuahua, 
Ciudad de México, Estado de México y Nuevo 
León) concentran cerca del 52% del consumo 
eléctrico nacional (Palacios et al., 2024). Esta 
configuración obliga a adoptar la inseguridad 
energética desde la perspectiva de la justicia 
energética.

4. Pobreza energética en Baja California

De acuerdo con el CONEVAL, en 2022, el 13.4% 
de la población de Baja California se encontraba 
en situación de pobreza y el 1.3% en pobreza 
extrema, lo que ubica a la entidad entre las de 
menor incidencia del país, lo que representa 
una reducción respecto de mediciones previas 
(CONEVAL, 2023). Este agregado estatal, no 
obstante, oculta desigualdades municipales 

pronunciadas. Según la última medición de 
pobreza por municipio del estado de Baja 
California para los periodos 2010, 2015 y 2020 
reportados por la CONEVAL, la incidencia de 
pobreza fue del 34.9% en San Quintín para el 
2020 (2010 y 2015 no se reportan), 41.6, 37.8 y 
31.2% en Playas de Rosarito, 31.1, 29.5 y 23.7% 
en Tijuana, 34.6, 33.5 y 22.3% en Ensenada, 29.6, 
26.6 y 21.1% en Tecate, y 30.0, 25.7 y 20.2% en 
Mexicali (CONEVAL, 2020).

La carencia es aún más aguda entre la población 
infantil: en San Quintín alcanzan el 44.2% 
y en Rosarito el 41.1%, lo que confirma la 
vulnerabilidad diferenciada de niñas, niños y 
adolescentes. La carencia de acceso a la energía 
se concentra en esas mismas zonas. La Comisión 
Estatal de Energía estima que más de 9,000 
hogares del estado no cuentan con electricidad, 
los cuales están distribuidos principalmente en 
Ensenada (27%), Mexicali (25%), Tijuana (22%), 
y San Quintín (19%). Las causas se resumen 
en la falta de ingresos y en la irregularidad 
de la tenencia de la tierra —cerca de 5,000 
viviendas carecen de escrituras o se ubican en 
asentamientos no aptos— (Comisión Estatal de 
Energía, 2023).

El déficit se agrava en verano. Las temperaturas 
extremas de la región —que en Mexicali han 
superado los 45°C— convierten el acceso a la 
electricidad para climatización en una cuestión 
de salud pública. Un estudio del Hospital General 
de Mexicali, documentó 78 casos de golpe de 
calor entre 2006 y 2010, con una mortalidad 
del 34%, concentrados en los meses de verano 
y asociados a las temperaturas ambientales 
máximas (Jaramillo-Ramírez et al., 2011). Los 
cortes de suministro en las zonas más pobres 
coinciden con esos picos térmicos, de modo que 
la carencia energética se traduce en riesgo vital 
para la población sin vivienda o sin electricidad. 

A esta vulnerabilidad se suma una condición 
estructural: Baja California opera con una red 
eléctrica independiente, desconectada del 
Sistema Eléctrico Nacional, y depende en gran 
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medida del gas natural importado de Estados 
Unidos para su generación (PRODESEN, 2024). Esta 
insularidad expone a la entidad a fluctuaciones 
de precio e interrupciones que recaen con mayor 
severidad sobre las comunidades marginadas, 
configurando una distribución desigual de los 
costos del sistema (Mayer, 2022).

4.1 Contraste fronterizo: el caso de Ciudad 
Juárez

La pobreza energética de Baja California no es 
un fenómeno aislado, sino parte de un patrón 
compartido por la frontera norte. En Ciudad 
Juárez, el estudio de la zona conocida como —
Los Kilómetros— documenta cómo la exclusión 
social por pobreza energética se manifiesta 
en asentamientos periféricos con tenencia 
irregular, acceso precario a la red y exposición a 
temperaturas extremas —condiciones análogas a 
las de San Quintín o los polígonos marginados de 
Mexicali— (Dávalos Chargoy y Rascón Villanueva, 
2024). 

El caso de Ciudad Juárez evidencia que la 
insularidad energética de la red de Baja California 
agrava, pero no origina, una problemática 
estructural de la frontera, es decir, hay una 
coincidencia entre marginación territorial, 
irregularidad de la vivienda y déficit energético 
en un clima de extremos térmicos. 

5.Inclusión de género en el sector energético

5.1 Panorama nacional

La participación de las mujeres en el sector 
energético es minoritaria y desigual en todos 
sus niveles. A escala internacional, las mujeres 
representan entre el 20% y el 25% de la fuerza 
laboral de la industria energética, con apenas 
un 6% en puestos técnicos y menos del 1% en 
la alta gerencia (Electricity Human Resources 
Canada, 2017). En México, la brecha se 

reproduce, en el sector secundario —donde 
se ubica la energía— los hombres constituyen 
cerca del 74% de la población ocupada, y en 
las ramas de electricidad, agua y gas, solo dos 
de cada diez personas ocupadas son mujeres 
(CEPAL, 2020). Esta segregación se explica por 
sesgos en la contratación —se prefiere a los 
hombres en puestos directivos y técnicos, y a las 
mujeres en labores administrativas—, por la baja 
participación femenina en carreras en Ciencia, 
Tecnología, Ingeniería y Matemáticas (STEM por 
sus siglas en inglés) y por factores socioculturales 
(Sánchez-Hernández, 2024). Gran parte de 
las iniciativas empresariales de diversidad se 
limitan, además, a cambios superficiales, lo 
que se ha denominado —lavado de género— 
sin transparencia en las políticas ni esquemas 
laborales flexibles que destaquen el trabajo de las 
mujeres. La división sexual del trabajo, el periodo 
de maternidad y la brecha salarial refuerzan estas 
barreras estructurales (CEPAL, 2020).

5.2 Panorama en Baja California

La inclusión de las mujeres en el diseño de 
proyectos de energización rural es reciente: 
no se integró de forma sustantiva hasta 
hace aproximadamente una década, cuando 
surgieron redes que reconocieron a las mujeres 
como usuarias principales de la energía, tanto 
en el hogar como en el ámbito productivo 
(CEPAL, 2020). En México, operan diversas 
organizaciones orientadas a cerrar esta brecha —
entre ellas la Red Mujeres en Energía Renovable 
y Eficiencia Energética (REDMEREE) y la Red de 
Mujeres en Energía de México (RMEM), ambas 
creadas en 2016—, cuyo trabajo de capacitación 
y visibilización resulta especialmente pertinente 
para una entidad como Baja California, donde la 
pobreza energética recae de forma diferenciada 
sobre las mujeres y la infancia de comunidades 
marginadas descritas en la sección 4. Reconocer 
el papel de la mujer como usuaria y gestora de la 
energía es, por tanto, condición para el diseño de 
soluciones territorialmente pertinentes.  
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6. Instrumentos de política y financiamiento

El Estado mexicano dispone de un andamiaje de 
instrumentos para orientar la transición energética 
hacia objetivos sociales. El Programa Sectorial de 
Energía 2025-2030 establece, en su Objetivo 3 y 
bajo el principio de justicia energética, la meta de 
lograr el 100% de la electrificación de los hogares 
mexicanos, disminuir las desigualdades sociales 
con prioridad a las comunidades indígenas y 
afromexicanas, y promover la igualdad de género 
en los usos finales de la energía (SENER, 2025). 
Entre sus programas figuran Techos Solares 
para el Bienestar en zonas de clima extremo 
y Estufas Eficientes de Leña, que atienden de 
forma explícita las brechas documentadas en las 
secciones 3 y 4. En la misma línea, los Programas 
Nacionales Estratégicos priorizan los sistemas 
energéticos rurales sustentables gestionados 
por las comunidades, reconociendo el papel de 
la mujer como usaria de energía (CONAHCYT, 
2024).  

En el plano financiero, los instrumentos 
económicos derivados de la Ley General de 
Cambio Climático —el sistema de comercio de 
emisiones, el impuesto de carbono y diversos 
fondos— buscan movilizar recursos hacia la 
eficiencia y las energías limpias, aunque su 
alcance para atender la pobreza energética de 
comunidades marginadas sigue siendo limitado 
(SEMARNAT, 2021). La actualización del marco en 
el 2025, mediante la Ley de Planeación y Transición 
Energética, redefine estos instrumentos e 
incorpora la justicia energética como principio 
rector, por lo que su capacidad para reducir la 
desigualdad energética en entidades como Baja 
California constituye un área de oportunidad 
en el ramo de la justicia energética (Cámara de 
Diputados, 2025).

7. Conclusiones

La pobreza energética debe entenderse como un 
fenómeno multidimensional y territorial, cuya 
medición en México —36.7% de los hogares— 
revela una carencia en la perspectiva de 
justicia energética, hoy en día reconocida en la 
legislación mexicana. Lo que permite identificar 
la distribución desigual de costos y beneficios.  

La participación femenina en el sector 
energético sigue siendo minoritaria y segregada. 
El predominio del consumo térmico y de la 
dependencia de leña en los hogares de menores 
recursos, junto con las pérdidas de transmisión 
y la asimetría entre regiones productoras y 
consumidoras, confirman que la desigualdad 
energética es tanto social como territorial. 

Finalmente, los instrumentos de política 
existen, y con la Reforma Energética de 2025, se 
reconoce por primera vez la justicia energética 
como principio rector en la meta del 100% de 
electrificación; sin embargo, en Baja California, su 
capacidad para reducir la desigualdad energética 
dependerá de que los programas se traduzcan 
en acciones territorialmente ancladas en los 
polígonos de mayor carencia.
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